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TOCA 32/2022

EXP. 556/2020-1

RECURSO DE APELACIÓN: **********/2022/SS.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: **********/2020/1.

PARTE ACTORA: **********.
AUTORIDAD DEMANDADA Y RECURRENTE: DIRECTOR JURÍDICO DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ (INTERAPAS).

MAGISTRADO: 

CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGAN.

SECRETARIO: 

MIGUEL ÁNGEL DÍAZ DE LEÓN BELTRÁN.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, diez de octubre de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en contra de la sentencia de trece de mayo de dos mil veintidós, pronunciada por la Primera Sala de este Tribunal, al resolver el juicio contencioso administrativo número **********/2020/1, promovido por la persona moral “**********, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su representante legal **********; turnado a ésta Sala Unitaria el seis de julio del año en curso, mediante el oficio PSU/TEJASLP/107/2022, signado por la Magistrada de la Primera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I. La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los considerandos Séptimo y Octavo de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.”

II. Inconforme con la referida determinación, **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS) autoridad demandada, interpuso recurso de apelación mediante escrito presentado el uno de julio de dos mil veintidós, en el buzón de promociones de este Tribunal y recibido en esta Sala Superior el seis de julio siguiente; atendiendo a que por auto de cuatro del mismo mes y año
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior el recurso de apelación de mérito, con las copias que adjuntó la autoridad recurrente, así como los autos del expediente **********/2020-1, de su índice.
III. Por acuerdo de once de julio de dos mil veintidós
, se admitió a trámite el recurso de apelación interpuesto por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS) autoridad demandada; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV. El cinco de agosto de dos mil veintidós
, se tuvo a **********, apoderado de la persona moral “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable, parte actora, desahogando de la vista concedida en el acuerdo de once de julio anterior, respecto al recurso de apelación interpuesto por la autoridad demandada y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de siete de enero de dos mil veintidós
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
, en el juicio contencioso administrativo de origen.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que la sentencia recurrida fue notificada a las autoridades demandadas, el diez de junio de dos mil veintidós, por lo que dicha notificación surtió efectos el trece de junio siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del catorce de junio al cuatro de julio del año que transcurre; siendo que en ese lapso no deben contarse los días diecisiete, dieciocho, veinticuatro y veinticinco de junio, dos y tres de julio, todos del presente año, debido a que fueron sábados y domingos, por lo que si el recurso de apelación se presentó el uno de julio del año actual, se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), autoridad demandada, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de trece de mayo de dos mil veintidós, se declaró la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta que se configuró ante la omisión de dar contestación a los escritos recibidos por el Director General del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte; y por consecuencia, la nulidad total del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno; y se ordenó a la autoridad demandada al pago de la cantidad de $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional), correspondiente al adeudo de las facturas que amparan la prestación de servicios de transporte de agua potable en pipas por los periodos dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete.
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada; es decir, por el monto al cual se condenó a la autoridad demandada, el cual asciende al anteriormente señalado.
Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el trece de mayo de dos mil veintidós, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 moneda nacional).
Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, -en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100 moneda nacional).
Lo anterior se refleja de la siguiente forma:
Valor diario UMA 2022: $96.22
Operación: 96.22 X 1500= $144,330.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional), resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100 moneda nacional).
De lo anterior se advierte, que los recursos intentados por las partes resultan procedentes en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por la parte apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el trece de agosto del dos mil veinte, la persona moral “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su apoderado general para pleitos y cobranzas **********, demandó del Director General, Director de la Unidad de Auditoría y Control Interno, Director de Administración y Finanzas, Subdirectora de Administración y Finanzas y Director de Operaciones, todos del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), el siguiente acto administrativo: 

“• La negativa ficta recaída a la solicitud de pago realizadas el 23 de octubre de 2018 –Dirigida al Director General del INTERAPAS, recepcionado el 24 del mismo mes y año.

• La negativa ficta recaída a la solicitud de pago de fecha 26 de marzo de 2020 y recepcionada en esa misma fecha por la Dirección General de INTERAPAS, lo cual si bien se encuentra dirigida al Director de la Unidad de Auditoria y Control Interno de dicho organismo, lo cierto es que se entregaron copia de la misma a cada una de las autoridades señaladas como demandas, tan es así que en el acuse de recibo, se puede apreciar en el sello impuesto que se recibieron las copias correspondientes a cada una de las autoridades a las cuales fue dirigido para su revisión.
• En consecuencia, al silencio administrativo del cual se demanda su nulidad, el incumplimiento de pago por parte de la Autoridad Municipal demandada del saldo que se adeuda de los servicios ya prestados, derivados de la licitación pública estatal y/o contrato por asignación directa para la contratación por el servicio de suministro de agua potable en pipas que me fue otorgado por parte del organismo intermunicipal.

• De lo anterior, se pretende el pago por la cantidad de $765,849.07 (SETECIENTOS SESENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS), que resultan de los servicios ya prestados consistentes en el suministro y transportación de agua potable en pipas.”
II. Por acuerdo de veinticuatro de agosto de dos mil veinte
, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación.
III. En auto de siete de octubre de dos mil veinte
, la Sala de origen tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, mediante escrito presentado el dos anterior por **********, en su carácter de Titular de la Dirección Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), en el que invocó la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, opuso la excepción de prescripción y admitió las pruebas ofrecidas por la parte demandada, así como las ofrecidas por la actora.

IV. Por escrito presentado el cinco de noviembre de dos mil veintiuno, el apoderado legal de la parte actora amplió su demanda respecto de la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, así como de la excepción de prescripción, hechas valer por la autoridad demandada.
V. En acuerdo de diez de noviembre de dos mil veinte
, la Primera Sala Unitaria tuvo a la parte actora por ampliando su escrito inicial de demanda, ordenando correr traslado a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación a la ampliación de mérito.
VI. Mediante auto de siete de diciembre de dos mil veinte, la A quo tuvo a **********, con el carácter indicado en párrafos que anteceden, se le tuvo por dando contestación a la ampliación de demanda y admitió las pruebas ofrecidas por la actora, así como las propuestas por la parte demandada.

VII. Por escrito presentado el veintisiete de abril de dos mil veintiuno, **********, en su carácter de Titular de la Dirección Jurídica del multicitado Organismo, solicitó la recusación de la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitario de este Tribunal, para que se inhibiera de conocer del juicio administrativo de origen.

VIII. Previa aclaración cumplida, mediante auto de diez de agosto del año próximo pasado, en términos del artículo 8° del Código Procesal Administrativo de la materia y fuero, se remitió la recusación planteada, así como las constancias que integran el juicio de nulidad **********/2020-1, al Presidente de este Tribunal para resolver lo que en derecho correspondiese, quien en sesión de pleno celebrada el dos de septiembre del mismo año, desechó de plano por notoriamente improcedente la recusación planteada por el Director Jurídico del Organismo demandado.
IX. Contra la anterior determinación, mediante oficios 2670/2022 y 2672/2022, recibidos el treinta y uno de enero del año en curso, la Secretaría del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, hizo del conocimiento a este Tribunal, en la primer comunicación que admitió a trámite la demanda de amparo promovida por **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí (INTERAPAS), contra el acto de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

Y en la segunda comunicación, haber decretado la suspensión provisional del acto reclamado, para el efecto de que no se ejecutara la multa impuesta en proveído de veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, emitida dentro de los autos del juicio de nulidad **********/2020-1.
X. Consecuentemente, mediante sendos oficios 4850/2022 y 12555/2022, recibidos el quince de febrero y treinta de marzo, ambos de dos mil veintidós, la Secretaría del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, en la primer comunicación remitió copia autorizada de la interlocutoria de diez de febrero del mismo año, dictada en el cuaderno incidental relativo al juicio de amparo **********/2022-V, en la que negó la suspensión definitiva.
Y en la segunda, adjuntó copia autorizada de la sentencia definitiva de veinticinco de marzo de dos mil veintidós, dictada en el cuaderno principal del juicio de amparo **********/2022-V, en la que sobreseyó el juicio constitucional, misma que informó causo ejecutoria el veinticinco de abril siguiente.
XI. Finalmente, seguido el juicio en su trámite el veinticuatro de marzo de dos mil veintidós
, se señalaron las once horas del ocho de abril siguiente, para el desahogo de la audiencia de Ley. 

XII. En la fecha y hora señalada en el párrafo anterior, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal de la materia y fuero, se desahogaron las pruebas, se ratificó en todas y cada una de sus partes el dictamen emitido por el diestro **********, se dio cuenta con el escrito del autorizado de la parte actora mediante el cual formuló alegatos y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2020-1.

XIII. Mediante resolución de trece de mayo de dos mil veintidós
, la Primera Sala Unitaria, se declaró la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta que se configuró ante la omisión de dar contestación a los escritos recibidos por el Director General del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte; y por consecuencia, la nulidad total del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno; y se ordenó a la autoridad demandada al pago de la cantidad de $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional), correspondiente al adeudo de las facturas que amparan la prestación de servicios de transporte de agua potable en pipas por los periodos dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete, solicitada por la actora.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Los agravios hechos valer por la autoridad demandada recurrente, son inoperantes; por ende, insuficientes para revocar la sentencia impugnada.

En la resolución de trece de mayo de dos mil veintidós, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2020-1, la Primera Sala del Tribunal de Justicia Administrativo del Estado, determinó, como ya se dijo, se configuró la ilegalidad e invalidez de la negativa ficta que recayó a los escritos presentados por la parte actora el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, recibidos por el Director General del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en los que solicitó el pago del saldo que se adeuda de los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas correspondientes a los periodos dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete, por la cantidad de $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional); por ende decretó la nulidad total de la misma. 
Antes de arribar a la anterior determinación, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí
, a fin de establecer la litis en el juicio contencioso administrativo de origen, en el mismo se controvirtió la negativa ficta recaída a los escritos presentados por la parte actora el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, respecto al pago del saldo que se adeuda de los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas correspondientes a los periodos dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete, por la cantidad de $********** (sic) (setecientos sesenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional).

Por tanto, la negativa ficta que se reclama dijo está contemplada por el artículo 3, fracción XVI del Código Procesal Administrativo para el Estado que establece:

“Artículo 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

[…]
XVI. Negativa Ficta: Figura jurídica en virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código, los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular:

Así como por la fracción XIII, del artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, que dispone:

“Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

[…]

XIII.-  Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberes configurado la resolución  afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija dichas materias”

Para tal efecto atendió a que los elementos que configuran una resolución negativa ficta, son los siguientes: 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Dichos elementos consideró se configuraron con las siguientes consideraciones: 

1. La existencia de la petición a la autoridad demandada, se dio mediante escritos de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, mediante los cuales la parte actora solicita una cita para platicar el tema de un adeudo y el pago pago por parte de la autoridad demandada del saldo que se grava de los servicios ya prestados por la cantidad de $**********(sic) (setecientos sesenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional) y por los ejercicios dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete.

2. En relación a la segunda hipótesis que integra la resolución impugnada, el resolutor expuso que de la contestación de la demanda medularmente advirtió que la autoridad no acreditó haber dado respuesta a las solicitudes realizadas en las fechas antes mencionadas, expresando los hechos y el derecho en los cuales se apoya la negativa ficta configurada en el juicio de origen, ello sin que fuera óbice que a las referidas solicitudes, se les hubiese dado contestación mediante acuerdos de nueve de junio de dos mil veinte, emitidos en los expedientes **********, **********, ********** y **********, notificados a Gerardo Mata Méndez, autorizado de la parte actora el once de junio siguiente, así como el memorando ********** y oficio **********, suscritos por el Titular de la Unidad de Auditoria Interna del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), a través de los cuales, entre otras cuestiones, se informa la cantidad que se adeuda a los prestadores de servicios en suministro y acarreo de agua potable en pipa, el nombre de cada uno de los acreedores y que los contratos de prestación de servicios se pueden consultar en la página de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública; y citándose a la parte actora a efecto de iniciar un procedimiento administrativo de investigación.

3. En acreditación al tercer elemento, la Sala de origen sostuvo se acreditó ya que la atención que se dio a las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, por la parte actora, se evidenció acreditada, ya que las respuestas no guardaban relación alguna con lo solicitado, por lo que no podían servir de sustento para decir que se atendieron las aludidas peticiones, dado que una de las premisas a efecto de considerar satisfecha la pretensión de una consulta o solicitud, es que la respuesta guardara congruencia con lo pedido, de ahí que tildó de ilegal la negativa ficta. 
En otro orden, respecto a la causal de sobreseimiento que hizo valer la autoridad demandada, prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la A quo sostuvo era infundada la alegada causal.

Lo anterior, toda vez que la parte actora reclama la negativa ficta del Director General del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), recaída las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, mediante las cuales solicitó una cita para platicar el tema de un adeudo y el pago señalado una supuesta cantidad de $********** (sic) (setecientos setenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), peticiones a las que la autoridad demandada manifestó haberles dado contestación mediante acuerdos de nueve de junio de dos mil veinte, emitidos en los expedientes **********, **********, ********** y **********; así como el memorando ********** y oficio **********.

Sostiene la Resolutora, que la parte accionante en autos acreditó la existencia de las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, sin que la autoridad demandada justificara haber dado respuestas a las mismas dentro del plazo de tres meses conforme a lo establecido por el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.

Además, de que las respuestas otorgadas a las referidas solicitudes, no guardaron relación con lo demandado, sin que dichas respuestas sirvan de sustento para acreditar que se atendieron las mismas, con lo que se colige la configuración de la negativa ficta, de ahí lo infundado de la improcedencia invocada.
Por otra parte, las prestaciones reclamadas por la parte actora en su escrito inicial de demanda, la autoridad demandada alegó que se actualizaba la prescripción al ser fundadas las mimas en diversas facturas, que, conforme a lo dispuesto por los artículos 1040 y 1043, fracción I, del Código de Comercio
, ya que la accionante contaba con un término de un año, contado a partir del día en que se convino su pago, determinando infundada la comentada excepción, debido a que en el juicio de origen se demandó la negativa ficta, la que en términos del numeral 24, fracción IV, del Código Procesal de la matera y fuero
, prescribe se pueda presentar en cualquier tiempo; además de que la legislación mercantil no es aplicable al juicio contencioso administrativo.
Asimismo, referente a la diversa excepción que hizo valer la enjuiciada, en cuanto a que se actualizaba la incompetencia por declinatoria, en términos del artículo 35, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado
, estableció que la misma era infundada, partiendo de que las acciones combatidas en el juicio de origen son las nulidad de la negativa ficta recaída a las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, mediante las cuales solicitó una cita para platicar el tema de un adeudo y el pago señalado una supuesta cantidad de $********** (setecientos setenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), por lo que de conformidad con lo establecido en el artículo 7°, fracciones IX y XIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
, de donde se obtiene la competencia para dirimir las cuestiones planteadas por la accionante en el juicio contencioso administrativo de origen.
En contra de la determinación aquí reclamada, la autoridad recurrente, esgrime en esencia los siguientes agravios:
1. Que la Sala de origen omite realizar pronunciamiento respecto a la excepción de incompetencia por declinatoria, instada en la contestación a la ampliación de demanda, ya que las facturas que se pretenden cobrar debían ser reclamadas en la vía mercantil y no administrativa, en términos del artículo 35 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, aplicación supletoriamente de conformidad con el numeral 163 del Código Procesal de la materia y fuero.

2. De la misma manera, el A quo fue omiso en pronunciarse respecto de la causal de sobreseimiento invocada por la autoridad demandada, prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, ante la inexistencia del acto impugnado, consistente en la negativa ficta recaída a las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, mediante las cuales solicitó una cita para platicar el tema de un adeudo y el pago señalado una supuesta cantidad de $********** (setecientos setenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), respectivamente.

3. Que la Sala de origen, fue omisa en realizar un planteamiento correcto de la litis, al establecer un razonamiento deficiente de las constancias de que obran en autos, siendo incongruente y notoriamente ilegal.

4. En ese mismo aspecto, aduce que la Sala de origen no realizó una debida fundamentación y motivación en su resolución, reseñando además, que la Juez de instancia emite una resolución realizando un estudio deficiente al principio de congruencia establecido en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.
5. Además, alega que la Sala de origen, omite realizar un pronunciamiento a la contestación de la demanda planteada, a las excepciones y defensas, así como el ofrecimiento de pruebas ofertadas por la autoridad demandada, en el fallo impugnado, violando con ello el principio de congruencia que debe tener toda sentencia. 
6. Asimismo se duele, que la A quo realiza una inadecuada interpretación del numeral 244 del Código de Procedimientos de la materia y fuero, al tenerla por confesa de los hechos imputados por la parte actora, pronunciarse sobre los escritos mediante los cuales la parte reo emitió su contestación a las solicitudes de veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, en los que dice expresó los hechos y derechos en que apoya la negativa ficta. 
7. De la misma forma, se duele que el Resolutor con meridiana claridad la parte actora acreditó su acción, sin que exista convicción plena, ya que las facturas resultan insuficientes para demostrar el incumplimiento de pago, siendo necesario que las mismas se encuentren adminiculadas con diversas probanzas para acreditar las prestaciones reclamadas por la parte actora en su escrito inicial de demanda. 

Ahora bien, como inicialmente se dijo los resumidos agravios deviene inoperantes; por ende ineficaces para revocar la sentencia combatida.

Antes de llevar a cabo el estudio de los resumidos disensos, cabe precisar que la denegación presunta se produce siempre que no se produzca notificación, abstracción hecha de que hubiera recaído o no la resolución. Lo único que puede impedir que se presuma denegada la petición es la notificación -al que la formuló- de la resolución expresa.

Los efectos del silencio administrativo son:

a) Posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta.

Si concurren los anteriores requisitos, el que dedujo la petición podrá considerar desestimada la petición al efecto de formular frente a la denegación presunta o negativa ficta, el recurso o la pretensión admisible.

b) No excluye el deber de resolver.

Consecuentemente, de la configuración del silencio administrativo como una garantía del administrado, no excluye el deber de la administración de dictar resolución sobre la petición o el recurso ante ella formulado. El administrado puede; por tanto, optar por esperar la resolución expresa, en lugar de impugnar la denegación presunta o negativa ficta, pese a la consagración de este deber, la gran quiebra de los ordenamientos está en la falta de medios eficaces para hacer cumplir el mismo. 
De ahí que, cuando se fijan plazos para impugnar la denegación presunta, es sumamente arriesgado dejar transcurrir los mismos en espera de la resolución expresa, por colocar al administrado en una situación de indefensión, para remediar estas situaciones únicamente cabe una solución: si existe obligación de resolver expresamente, es lógico que los plazos para deducir los oportunos recursos o pretensiones no caduquen hasta que los mismos transcurran desde la notificación de la resolución expresa. En tanto ésta no se produzca, estarán abiertos los plazos para la impugnación.

Cualquier otra solución supone dejar a merced de la administración el cumplimiento de la norma que la obliga a dictar resolución expresa.
c) Podrá impugnarse el acto expreso.

Siempre que la administración cumpla con su deber y dicte resolución expresa, cualquiera que fuere el momento en que se produzca, podrá reaccionarse frente a ella, sin que pueda invocarse la excepción de acto consentido.

Lo hasta aquí dicho, cabe agregar que la inclusión de no corregir, denegación presunta o negativa ficta, entendida como el "sentido de la respuesta que la ley presume ha recaído a una solicitud, petición o instancia formulada por escrito, por persona interesada, cuando la autoridad no contesta ni resuelve en un determinado periodo", obedece a la circunstancia de que el gobernado no se vea afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad que legalmente debe emitir la resolución correspondiente, a fin de que no sea indefinida la conducta de abstención asumida por la autoridad, sino que al transcurrir cierto tiempo desde la fecha de presentación de la solicitud, petición o instancia, la ley establezca medios o instrumentos al administrado o, en todo caso, la norma obligue a la autoridad a contestar o resolver en determinado sentido.

Llegados a este punto, se plantea otra cuestión fundamental, a saber, la determinación del plazo, o no, para la instauración del juicio de nulidad.
Como antes se dijo, toda petición se entiende denegada una vez transcurrido el tiempo que establece la ley (si bien el interesado puede esperar a que se dicte la resolución expresa); empero, si se entiende computable el lapso a partir de la negativa ficta, resulta que el interesado se encontraría en una situación de peor condición que si hubiera habido resolución expresa, lo que podría traducirse en una recompensa para la administración por su inactividad.

En efecto, el interesado se encontraría ante una situación de inseguridad jurídica patente, pues al transcurso del tiempo para que se actualice la denegación presunta o negativa ficta, se uniría la de un día cierto e inmediato a partir del cual comenzar a contar el lapso para presentar la demanda. En cambio, si se hubiera dictado una resolución expresa y se le hubiese notificado correctamente, tendría perfecto conocimiento del periodo plazo para instaurar el juicio de nulidad.

De mantenerse el criterio de computar el plazo para presentar la demanda en contra de la resolución negativa ficta, resultaría que los efectos de una institución prevista para soslayar un incumplimiento de la administración y, por tanto, establecida a favor del administrado, serían distintos de los pretendidos y contrarios a su esencia misma: evitar al peticionario los perjuicios derivados de un incumplimiento de la administración.
A lo expuesto debe agregarse que del silencio administrativo negativo o negativa ficta no surge un verdadero acto, sino que se trata de una pura ficción. Constituye un instrumento para que, a través de una ficción, el administrado pueda tener acceso a la vía jurisdiccional, en el caso de que la administración no resuelva expresamente.

Entonces, al no existir acto alguno, no hay tampoco notificación, pues no es posible notificar un "no acto", una pura ficción. El efecto de la falta de notificación consiste en que no comenzará a contarse el plazo para promover el juicio de nulidad en tanto la notificación no se produzca, ya que hasta entonces el interesado carecerá de la constancia oficial de la existencia del acto; no se puede impugnar lo que se desconoce.

Establecido lo anterior, se procede a dar contestación a los agravios vertidos por la autoridad demandada.
La autoridad recurrente aduce que el A quo, omite realizar pronunciamiento respecto a la excepción de incompetencia por declinatoria, instada en la contestación a la ampliación de demanda, en términos del artículo 35 del Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, aplicación supletoriamente de conformidad con el numeral 163 del Código Procesal de la materia y fuero, ya que las facturas que se pretenden cobrar debían ser reclamadas en la vía mercantil y no administrativa.

Resulta inoperante el agravio formulado, en razón de que es incorrecto, ya que el A quo declaró infundada la consideración vertida por la autoridad demandada, ya que contrario a su afirmación no se actualiza al excepción de incompetencia, dado que la acción intentada en esta instancia administrativa es la nulidad de la negativa ficta recaída a las solicitudes formuladas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, siendo actos y omisiones de naturaleza preponderadamente administrativa. 

Asimismo, alega que la Sala de origen fue omisa en pronunciarse respecto de la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado, ante la inexistencia del acto impugnado, consistente en la negativa ficta recaída a las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, mediante las cuales solicitó una cita para platicar el tema de un adeudo y el pago señalado una supuesta cantidad de $********** (sic) (setecientos setenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), respectivamente.

Dicho agravio resulta inoperante, ya que tal afirmación es inexacta debido a que en la sentencia recurrida la Sala de origen determinó declarar infundada la improcedencia alegada, en razón de que la parte actora si acreditó la existencia de las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, sin que la autoridad demandada justificara haber dado respuesta de manera expresa dentro del término de tres meses establecido en el numeral 20 del Código Procesal Administrativo.

Sin que fuera contrario a lo anterior, el hecho de que mediante acuerdos de nueve de junio de dos mil veinte, emitidos en los expedientes **********, **********, ********** y **********, notificados a Gerardo Mata Méndez, autorizado de la parte actora el once de junio siguiente, así como el memorando ********** y oficio **********, suscritos por el Titular de la Unidad de Auditoria Interna del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), se obtenga con meridiana claridad se haya dado la atención a las citadas peticiones, ya que la respuesta proporcionadas no guardaban relación con lo ahí solicitado, aunado a que éstas habían sido suscritas fuera del término precisado en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Igualmente, alega que el A quo fue omiso en realizar un planteamiento correcto de la litis, al establecer un razonamiento deficiente de las constancias de que obran en autos.
Tal agravio resulta inoperante, ya que como lo dejó establecido la Sala de origen, en el juicio contenciosos administrativo de origen se controvirtió la negativa ficta recaída a los escritos presentados por la parte actora el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, respecto al pago del saldo que se adeuda de los servicios prestados de suministro de agua potable en pipas correspondientes a los periodos dos mil catorce, dos mil quince y dos mil diecisiete, por la cantidad de $********** (sic) (setecientos sesenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), así como los elementos que la configuraron, lo que ya fueron analizados en párrafos que anteceden. 
El recurrente alega que la Sala de origen no realizó una debida fundamentación y motivación en su resolución, que el Juez de instancia emite una resolución realizando un estudio deficiente al principio de congruencia establecido en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Devienen inoperantes, pues se tratan de afirmaciones generales, ambiguas y superficiales, ya que las afirmaciones deben expresar no sólo las pruebas que se dejaron de valorar, sino deben también precisar el alcance probatorio de tales probanzas, así como la forma en que éstas trascenderían al fallo en beneficio del recurrente, pues sólo en esta hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicio al mismo y, en tal virtud, determinar si la sentencia recurrida es ilegal o no; de tal suerte que los agravios expresados que no reúnan los mencionados requisitos, deben estimarse inoperantes por deficientes.

Máxime que la autoridad no combatió a cabalidad todas y cada una de las consideraciones del Juez de instancia, para sostener como lo hizo, pues se limitó a hacer las manifestaciones antes reseñadas, sin hacer alusión a decir cuales pruebas aportadas por la parte actora fueron indebidamente valoradas. 

Argumenta que la Sala de primera instancia omite realizar un pronunciamiento a la contestación de la demanda planteada, a las excepciones y defensas, así como el ofrecimiento de pruebas ofertadas por la autoridad demandada, en el fallo impugnado. 
Tal agravio es inoperante, porque no cita a cuales excepciones y defensas, así como pruebas, además de las ya calificadas se refiere, pues la mera invocación del principio de congruencia que deben contener las sentencias, no solo debe quedar en una simple mención, sino que debe ser justificada debidamente, pues del análisis hecho por el A quo no se desprende que no haya quedado satisfecho tal extremo.

Análoga calificación merece el agravio relativo a que, la autoridad demandada recurrente al citar que la Sala de origen efectúa una inadecuada interpretación del numeral 244 del Código de Procedimientos de la materia y fuero, al tenerla por confesa de los hechos imputados por la parte actora, al no emitir una respuesta congruente a las solicitudes realizadas el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, expresando los hechos y derechos en que apoya la negativa ficta.

Dicha calificación es así, ya que no expone las razones con las que lo combata, ya que como quedó establecido en la sentencia apelada, la autoridad demandada no dio una respuesta congruente a las solicitudes realizada por la parte actora el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho y veintiséis de marzo de dos mil veinte, ya que la misma no fueron contestadas dentro del plazo de tres meses, teniéndola por confesa de los hechos imputados por la actora, sin que sea óbice a lo anterior la respuesta que realizó al momento de contestar la demanda, ya que la misma no destruyó la resolución negativa ficta, por el solo hecho de haberse llevado a cabo dentro del lapso legal que contempla la codificación administrativa, aunado a que no expresa los hechos y derechos en que apoyó la negativa en términos del artículo 244, antes citado, procediendo a analizar la cuestión de fondo planteada por el actor, pues el fin de esa negativa, es que se analicen las peticiones que se entienden negadas fictamente por el organismo demandado.
Tocante a la acreditación de la acción de la parte actora, que la Sala de origen con meridiana claridad y sin que existiera plena convicción de la misma, ya que las facturas por si solas resultaron insuficientes para demostrar el incumplimiento de pago, sin que las mismas hayan sido adminiculadas con diversas probanzas para acreditar la relación comercial.
Dicho disenso es inoperante, ya que en la sentencia recurrida la A quo valoró las pruebas ofertadas por la parte actora, así como las confesionales expresa y tacita que se derivaron de la contestación de demanda y a la omisión de responder la solicitud de pago, resultando suficientes para acreditar la procedencia del reintegro solicitado a la autoridad demandada.
Finalmente, en cuanto a que el Resolutor con meridiana claridad la parte actora acreditó su acción, sin que exista convicción plena ya que las facturas resultan insuficientes para demostrar el incumplimiento de pago, siendo necesario que las mismas se encuentren adminiculadas con diversas probanzas para acreditar las prestaciones reclamadas por la parte actora en su escrito inicial de demanda.

Acaece el agravio inoperante, pues la Sala de origen para acreditar la procedencia del pago reclamada, procedió al estudio de los medios de convicción ofertados por la accionante, a los que de conformidad con lo previsto en los artículos 75 y 100 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, les otorgó valor probatorio pleno, consistentes en las facturas que se generaron por los servicios brindados por concepto de maniobra de carga y descarga de agua potable, siendo las siguientes: 

a) Factura con número de folio 1979, respecto del periodo del uno al siete de septiembre de dos mil catorce, por la cantidad de $35,496.00 (treinta y cinco mil cuatrocientos noventa y seis pesos 00/100 moneda nacional).

b) Factura con número de folio 1980, respecto del periodo ocho al catorce de septiembre de dos mil catorce, por la cantidad de $36,192.00 (treinta y seis mil ciento noventa y dos pesos 00/100 moneda nacional).
c) Factura con número de folio 1981, respecto del periodo quince al veintiuno de septiembre de dos mil catorce, por la cantidad de $38,976.00 (treinta y ocho mil novecientos setenta y seis pesos 00/100 moneda nacional).
d) Factura con número de folio 1982, respecto del periodo veintidós al veintiocho de septiembre de dos mil catorce, por la cantidad de $33,060.00 (treinta y tres mil sesenta pesos 00/100 moneda nacional).
e) Factura con número de folio 2030, respecto del periodo veintinueve de septiembre al cinco de octubre de dos mil catorce, por la cantidad de $26,448.00 (veintiséis mil cuatrocientos cuarenta y ocho pesos 00/100 moneda nacional).
f) Factura con número de folio 2031, respecto del periodo seis al doce de octubre de dos mil catorce, por la cantidad de $25,056.00 (veinticinco mil cincuenta y seis pesos 00/100 moneda nacional).

g) Factura con número de folio 2032, respecto del periodo trece al diecinueve de octubre de dos mil catorce, por la cantidad de $18,753.72 (dieciocho mil setecientos cincuenta y tres pesos 72/100 moneda nacional).

h) Factura con número de folio 2033, respecto del periodo veinte al veintiséis de octubre de dos mil catorce, por la cantidad de $12,169.56 (doce mil ciento sesenta y nueve 56/100 moneda nacional).

i) Factura con número de folio 2034, respecto del periodo veintisiete de octubre al dos de noviembre de dos mil catorce, por la cantidad de $12,517.56 (doce mil quinientos diecisiete 56/100 moneda nacional).

j) Factura con número de folio 2035, respecto del periodo tres al quince de noviembre de dos mil catorce, por la cantidad de $23,984.16 (veintitrés mil novecientos ochenta y cuatro pesos 16/100 moneda nacional).

k) Factura con número de folio 2036, respecto del periodo diecisiete al veintinueve de noviembre de dos mil catorce, por la cantidad de $22,968.00 (veintidós mil novecientos sesenta y ocho 00/100 moneda nacional).
l) Factura con número de folio 2049, respecto del periodo uno al catorce de diciembre de dos mil catorce, por la cantidad de $27,144.00 (veintisiete mil ciento cuarenta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional).
m) Factura con número de folio 2050, respecto del periodo quince al treinta y uno de diciembre de dos mil catorce, por la cantidad de $35,496.00 (treinta y cinco mil cuatrocientos noventa y seis pesos 00/100 moneda nacional).
n) Factura con número de folio 2068, respecto del periodo uno al quince de enero de dos mil quince, por la cantidad de $25,056.00 (veinticinco mil cincuenta y seis pesos 00/100 moneda nacional).

o) Factura con número de folio 2069, respecto del periodo dieciséis al treinta y uno de enero de dos mil quince, por la cantidad de $29,232.00 (veintinueve mil doscientos treinta y dos pesos 00/100 moneda nacional).

p) Factura con número de folio 2066, respecto del periodo uno al quince de febrero de dos mil quince, por la cantidad de $25,056.00 (veinticinco mil cincuenta y seis pesos 00/100 moneda nacional).

q) Factura con número de folio 2067, respecto del periodo dieciséis al veintiséis de febrero de dos mil quince, por la cantidad de $25,056.00 (veinticinco mil cincuenta y seis pesos 00/100 moneda nacional).
r) Factura con número de folio 2077, respecto del periodo dieciséis al veintiséis de febrero de dos mil quince, por la cantidad de $24,012.00 (veinticuatro mil doce pesos 00/100 moneda nacional).
s) Factura con número de folio 2578, respecto del periodo dieciséis al treinta y uno de marzo de dos mil quince, por la cantidad de $33,408.00 (treinta y tres mil cuatrocientos ocho pesos 00/100 moneda nacional).
t) Factura con número de folio 2513, respecto del periodo uno al quince de junio de dos mil quince, por la cantidad de $39,880.45 (treinta y nueve mil ochocientos ochenta pesos 45/100 moneda nacional).
u) Factura con número de folio 2415, respecto del periodo dieciséis al treinta de junio de dos mil quince, por la cantidad de $39,672.00 (treinta y nueve mil seiscientos setenta y dos pesos 00/100 moneda nacional).
v) Factura con número de folio 2859, respecto del periodo uno al quince de noviembre de dos mil quince, por la cantidad de $32,016.00 (treinta y dos mil dieciséis pesos 00/100 moneda nacional).
w) Factura con número de folio 2860, respecto del periodo dieciséis al treinta de noviembre de dos mil quince, por la cantidad de $35,844.00 (treinta y cinco mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional).
x) Factura con número de folio 2893, respecto del periodo uno al quince de diciembre de dos mil quince, por la cantidad de $35,496.00 (treinta y cinco mil cuatrocientos noventa y seis pesos 00/100 moneda nacional).
y) Factura con número de folio 2894, respecto del periodo dieciséis al treinta y uno de diciembre de dos mil quince, por la cantidad de $40,716.00 (cuarenta mil setecientos dieciséis pesos 00/100 moneda nacional).
z) Factura con número de folio 98, respecto del periodo dieciséis al treinta de noviembre de dos mil diecisiete, por la cantidad de $30,067.20 (treinta mil sesenta y siete pesos 20/100 moneda nacional) 

Documentales que fueron adminiculadas con la pericial en materia fiscal, contable y financiera, así como con la instrumental de actuaciones, la presucional legal y humana, al tratarse de razonamientos de hechos conocidos o probados, a otro que no lo es, si entre ambos existe un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, quedando demostrado con lo anterior el adeudo que tiene la autoridad demandada con la parte actora, por la cantidad de $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional).
Cabe precisar, que la cantidad establecida de $********** (setecientos sesenta y tres mil setecientos setenta y dos pesos 65/100 moneda nacional), en la sentencia combatida, prevalecerá para el procedimiento de ejecución y no será la diversa cantidad de $********** (setecientos sesenta y cinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos 07/100 moneda nacional), demandada por la actora en su escrito inicial de demanda, ya que si bien, la inicial no fue la solicitada por dicha parte, lo cierto es que la disminución en lo peticionado que se advierte no fue combatida por esta, a través de este medio de impugnación; por tanto, en ese sentido debe quedar incólume la cantidad a que fue condenada la parte reo.
Finalmente devienen inoperantes los disensos hechos valer, toda vez que de una contrastación entre la sentencia impugnada y los agravios vertidos, se advierte no combaten en su totalidad las consideraciones, sustento del fallo apelado.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Igualmente, cobra aplicación la Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, Novena Época, Tesis: VI.2o.C. J/185, Tomo XI, Mayo de 2000, página 783, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. CUANDO SE ALEGA VALORACIÓN ILEGAL DE PRUEBAS, DEBE PRECISARSE EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS MISMAS. Cuando en apelación se alega la ilegal valoración de pruebas, los agravios deben expresar razonamientos jurídicos que pongan de manifiesto la violación de disposiciones legales por el Juez a quo al apreciar los medios de convicción, precisando también el alcance probatorio de tales medios de prueba, así como la forma en que éstos trascienden en el fallo, pues en caso contrario, es evidente que dichos agravios devienen en inoperantes por insuficientes.

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, por lo que los agravios vertidos no pueden ser analizados válidamente por este tribunal de alzada.
Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de trece de mayo de dos mil veintidós, de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2020-1 de su estadística.
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso el A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la inoperancia de los agravios vertidos por las partes; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por éste; y por ende, conlleva a una confirmación de fallo tácita.
Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE
ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de trece de mayo de dos mil veintidós, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, en el juicio contencioso administrativo **********/2020-1, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte actora la persona moral “**********”, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su representante legal **********; y electrónicamente a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Miguel Ángel Díaz de León Beltrán, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18, fracción I
 en relación con el 20, fracción X
 ambos del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que autoriza y da fe.- Rubricas.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
�Foja 451 de los autos del juicio de origen.


�“Artículo 152


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Foja 32-35 del Toca 


� Foja 55 del Toca


�“Artículo 154.


[…]


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 


�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


�Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”


� Foja 369-370 de los autos del juicio de origen.


�“Artículo 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar.


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Foja 84-86 del juicio de origen.


� Fojas 114-116 del juicio de origen 


� Foja 140 del juicio de origen.


� Foja 392 del juicio de origen.


� Foja 416-417 del juicio de origen.


� Foja 422-448 juicio de origen.


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; […]”


�“Artículo 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.


Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.


� “Artículo 1040.- En la prescripción mercantil negativa, los plazos comenzarán a contarse desde el día en que la acción pudo ser legalmente ejercitada en juicio.


Artículo 1043.- En un año se prescribirán: 


I.- La acción de los mercaderes por menor por las ventas que hayan hecho de esa manera al fiado, contándose el tiempo de cada partida aisladamente desde el día en que se efectuó la venta, salvo el caso de cuenta corriente que se lleve entre los interesados;[…]”


�“Artículo 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:


[…]


IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”


�“Artículo 35. Son excepciones dilatorias las siguientes:


I.- La incompetencia del juez;


[…]”


�“Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:


[…] 


IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;


[…] 


XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres


meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.


No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad; […]” 


administrativa;


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


[…]


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


� “Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: 


[…]


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; …”
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